DICTAMEN Nº: 216/2009
TÍTULO: Consulta 191/2009 del proyecto de Decreto regulador de la Prestación Complementaria de Vivienda.
ANTECEDENTES

1. Por Orden de 6 de noviembre de 2009 de la Consejera de Empleo y Asuntos Sociales ─con entrada el 9 de noviembre─, se somete a dictamen de la Comisión el proyecto de Decreto por el que se regula la prestación complementaria de vivienda (en adelante, PCV).

2. El expediente remitido comprende, además del texto del proyecto de Decreto sometido a análisis y de la Orden acordando la consulta:

a) Orden de la Consejera de Empleo y Asuntos Sociales de 10 de septiembre de 2009, por la que acuerda iniciar el procedimiento de elaboración del Decreto. 

b) Memoria justificativa del proyecto y Memoria económica, ambas de 11 de septiembre siguiente, de la entonces Directora de Inserción Social.

c) Certificado del Secretario del Consejo Vasco para la Inclusión Social, de 11 de septiembre de 2009, en relación con el sentido favorable del informe preceptivo de ese Consejo respecto al proyecto de Decreto, aprobado en la sesión del día anterior.

d) Orden de 7 de octubre de 2009, de la Consejera de Empleo y Asuntos Sociales, de aprobación previa del proyecto, seguido del texto de la iniciativa normativa, fechado el 10 de septiembre anterior. 

e) Oficios fechados el 8 de octubre de 2009, dirigidos a cada uno de los Diputados Generales de las tres Diputaciones Forales vascas y al Presidente de Eudel-Asociación de Municipios Vascos, solicitando su parecer sobre el proyecto.

f) Oficios del mismo día 8 de octubre, por los que se solicita informe al Presidente del Consejo Superior de Cooperativas de Euskadi y al Presidente del Consejo Económico y Social, así como a la Dirección de Normalización Lingüística de las Administraciones Públicas del Departamento de Cultura (Viceconsejería de Política Lingüística) del Gobierno Vasco.

g) Traslado del proyecto para observaciones y alegaciones al Departamento de Vivienda, Obras Públicas y Transportes y al presidente del Consejo de Relaciones Laborales (oficios de 8 de octubre de 2009).

h) Solicitud a Emakunde de informe, mediante oficio de 14 de octubre de 2009 con el que se traslada el texto del proyecto, indicando que el informe de evaluación de impacto en función de género estaba en ese momento en proyecto de elaboración.

i) Informe nº 11/2009 del Consejo Superior de Cooperativas de Euskadi, suscrito el 26 de octubre de 2009, en sentido favorable a la propuesta de proyecto.

j) Informe provisional de evaluación de impacto en función de género suscrito por el Director de Inclusión Social del Departamento proponente el 19 de octubre de 2009 (registrado en Emakunde el día 21 siguiente).

k) Informe jurídico elaborado el 27 de octubre último por la Dirección de Servicios y Régimen Jurídico del Departamento autor de la iniciativa.

l) Certificado del Secretario de la Comisión Interinstitucional para la Inclusión Social, de 28 de octubre del año en curso, en relación con el contenido de la sesión celebrada por esa Comisión el 7 de septiembre anterior en la que se trató como primer punto del Orden del día el proyecto de decreto regulador de la PCV.

m) Memoria del Director de Inclusión Social, de 28 de octubre de 2009, en relación con las modificaciones introducidas en el texto del proyecto.

n) Texto del proyecto de Decreto en el que figura “Revisión 4”, fechado el 28 de octubre de 2009.

3. Con fecha de 9 de diciembre último ha tenido entrada en esta Comisión escrito de la Consejera de Empleo y Asuntos Sociales, con el que remite documentación ampliatoria del expediente, consistente en: (i) informe de la Oficina de Control Económico, de 1 de diciembre anterior, referente al proyecto de Decreto; (ii) Memoria de 3 de diciembre de 2009, del Director de Inclusión Social, explicativa de las modificaciones introducidas en el texto del proyecto, a la vista del informe indicado; y (iii) nuevo texto del proyecto de Decreto, fechado el mismo día 3 de diciembre. 

CONSIDERACIONES

I Descripción del proyecto de Decreto

4. El proyecto de Decreto objeto de dictamen consta de parte expositiva, cuarenta y seis artículos (agrupados en siete capítulos), una disposición adicional, dos transitorias y tres finales. Sigue al texto un Anexo que contiene el modelo normalizado de solicitud de la PCV.

5. La parte expositiva sitúa la regulación contenida en el proyecto de Decreto en el marco de la Ley 18/2008, de 23 de diciembre, para la Garantía de Ingresos y para la Inclusión Social (en adelante, LGIIS), como una modalidad de las prestaciones económicas que, junto con los instrumentos orientados a la inclusión social y laboral, conforman el Sistema Vasco de Garantía de Ingresos e Inclusión Social.

6. El Capítulo I, bajo el título de “Disposiciones generales”, incorpora los artículos 1 a 10, con los siguientes contenidos: objeto del Decreto (artículo 1); definición de la PCV (artículo 2); sus características (artículo 3); delimitación de lo que se entiende por gastos específicos (artículo 4); requisitos que han de reunir las personas titulares del derecho a la prestación (artículo 5); supuestos de concurrencia de titulares y número máximo de prestaciones por vivienda o alojamiento (artículo 6); obligaciones de las personas titulares de la PCV (artículo 7); cuantía máxima de la prestación (artículo 8); su cuantía mensual efectiva (artículo 9); y los límites para la concesión y para el cómputo de cuantías (artículo 10).

7. El Capítulo II, titulado “Reconocimiento de la prestación”, abarca los artículos 11 a 21, que tienen por objeto el procedimiento para que se produzca dicho reconocimiento, con el siguiente desglose: solicitud (artículo 11); documentación (artículo 12); instrucción del procedimiento (artículo 13); comprobación de los recursos y prestaciones de contenido económico (artículo 14); plazo para resolver y silencio administrativo (artículo 15); resolución (artículo 16); devengo de la prestación (artículo 17); pago de la prestación (artículo 18); justificación de los gastos realizados (artículo 19); duración del derecho (artículo 20); y desistimiento de la solicitud y renuncia del derecho a la PCV (artículo 21).

8. El Capítulo III se refiere a la “Revisión, modificación, suspensión y extinción de la prestación” en los artículos 22 a 33, relativos a: las revisiones periódicas de la cuantía (artículo 22); modificación de la cuantía (artículo 23); suspensión del derecho a la PCV, sus efectos, su duración y el decaimiento de la misma por desaparición de las circunstancias que la provocaron (artículos 24 a 27); suspensión cautelar (artículo 28); extinción del derecho a la PCV y sus efectos (artículos 29 y 30); iniciación de los procedimientos de modificación, suspensión o extinción, instrucción, y resoluciones (artículos 31, 32 y 33).

9. El Capítulo IV aborda el “Reintegro de prestaciones indebidas” en los artículos 34 a 36, en los que se regula cuándo se produce tal reintegro (artículo 34), el procedimiento para tramitarlo (artículo 35), junto con la determinación del plazo del procedimiento y el régimen de la prescripción y caducidad (artículo 36).

10. El Capítulo V está dedicado a las “Normas comunes de procedimiento”, que se concretan en el establecimiento del régimen de recursos y escrito de queja (artículo 37), las comunicaciones entre las Diputaciones Forales y Ayuntamientos (artículo 38); la confidencialidad de los datos y colaboración entre las administraciones públicas vascas (artículo 39), y la delegación de competencias de las Diputaciones Forales en los Ayuntamientos (artículo 40).

11. El traslado de expedientes en el supuesto de cambio de domicilio de residencia habitual de la persona titular de la PCV se regula en el Capítulo VI (“Traslado de expedientes”): el artículo 41 se refiere a cómo se produce ese traslado en los casos en que el cambio se produzca entre municipios de distintos Territorios Históricos, y entre municipios del mismo Territorio; y el artículo 42 contempla cómo se tramita el procedimiento en relación con el mantenimiento, modificación, suspensión o extinción de la prestación en los supuestos de cambios de domicilio entre municipios, así como el inicio del pago por la Diputación Foral cuando hay resolución de mantenimiento o modificación de la prestación.

12. Por último, el Capítulo VII comprende la “Financiación y transferencias”, que regula en los artículos 43 a 46: el artículo 43 se dedica a la materia de la financiación; el 44, al procedimiento para la transferencia de cantidades; el 45, a la compensación y reintegro de cantidades transferidas; y el 46, a la documentación que habrá de remitirse por las Diputaciones Forales al Departamento del Gobierno Vasco competente en materia de inclusión social.

13. La disposición adicional única establece que  al régimen de infracciones y sanciones contenido en el Título VII de la LGIIS le será aplicable el procedimiento sancionador previsto en la normativa reguladora de la Renta de Garantía de Ingresos.

14. La disposición transitoria primera indica que mientras no se apruebe la normativa reguladora de la Renta de Garantía de Ingresos en desarrollo de la LGIIS, las remisiones que efectúa el proyecto a esa normativa se entenderán referidas a las normas reguladoras del Ingreso Mínimo de Inserción y de la Renta Básica, en todo aquello que no esté derogado, ni contradiga o se oponga a lo dispuesto en la citada LGIIS.

15. La disposición transitoria segunda establece un régimen transitorio de tramitación para las personas que a la entrada en vigor del Decreto fueran titulares de la Renta de Garantía de Ingresos ─o, en su caso, de la Renta Básica─ y hubieran sido beneficiarias en el año 2009 de las Ayudas de Emergencia Social para la cobertura de gastos de alquiler de la vivienda o alojamiento habitual, a las que se concederá de oficio la PCV, sin perjuicio de la tramitación posterior y requisitos que explicita.

16. La disposición final primera determina como régimen supletorio en materia de procedimiento la Ley 30/1992, de 26 de noviembre, de Régimen Jurídico de las Administraciones Públicas y del Procedimiento Administrativo Común (LRJPAC). La disposición final segunda faculta a la Consejera de Empleo y Asuntos Sociales para dictar las disposiciones precisas para el desarrollo y ejecución del Decreto, así como para actualizar las cuantías máximas de la PCV y modificar el modelo de solicitud contenido en el Anexo. La disposición final tercera fija el 1 de enero de 2010 como fecha de entrada en vigor del Decreto.

II Intervención de la Comisión

17. El presente dictamen se emite con carácter preceptivo en virtud de lo establecido en el artículo 3.1.c) de la Ley 9/2004, de 24 de noviembre, de la Comisión Jurídica Asesora de Euskadi, al tratarse de un proyecto de disposición que desarrolla la Ley 18/2008, de 23 de diciembre, para la Garantía de Ingresos e Inclusión Social, por lo que respecta a la prestación complementaria de vivienda. 

III Aspectos competenciales y marco normativo

18. Como hemos expuesto, nos hallamos ante un proyecto de Decreto que desarrolla la regulación contenida en la LGIIS, cuyo amparo competencial sirve de referencia para la norma proyectada.

19. En efecto, y dejando a un lado la vocación de futuro del desarrollo de políticas públicas de vivienda, la PCV se configura actualmente en este proyecto como una prestación económica creada en el marco de la política de garantía de ingresos. 

20. En su virtud, desde la perspectiva del régimen de distribución de competencias entre el Estado y la Comunidad Autónoma del País Vasco, el proyecto comparte con la norma legal que desarrolla el título competencial habilitante, esto es, la iniciativa aparece como ejercicio de la competencia exclusiva que en la materia “asistencia social” atribuye a la Comunidad Autónoma del País Vasco el artículo 10.12 del Estatuto de Autonomía para el País Vasco (EAPV).

21. Ese título competencial nuclear puede completarse con la competencia exclusiva  de la Comunidad Autónoma que, en materia de desarrollo comunitario, condición femenina, política infantil, juvenil y de la tercera edad, le otorga el artículo 10.39 del EAPV. 

22. Nos remitimos, al análisis que del título competencial preferente se efectuó en el DCJA 126/2008 emitido con ocasión del anteproyecto de la LGIIS, que refrenda los efectuados anteriormente sobre aquél en el DCJA 97/2008, o en el DCJA 21/2000.

23. Recordamos que como se dijo en el DCJA 21/2000, falta una noción acabada de la materia “asistencia social”: el texto constitucional no proporciona una delimitación de tal concepto, sin que tampoco tal acotación haya sido realizada, hasta la fecha, por el Tribunal Constitucional, cuyos pronunciamientos en esta materia ─básicamente, SSTC 76/1986, de 9 de junio, 146/1986, de 25 de noviembre, 13/1992, de 6 de febrero, cuya tesis sobre la “asistencia social” se reitera en las SSTC 16/1996, de 1 de febrero, 68/1996, de 18 de abril y 239/2002, de 11 de diciembre─ no han acabado de definir la noción de “asistencia social” con las suficientes dosis de seguridad, generalidad y abstracción como para extraer criterios de general aplicación.

24. Pero lo cierto es que la citada doctrina ha fijado algunas de las notas características de la “asistencia social”, considerándose en general una expresión sinónima a la de servicios sociales, que engloba ayudas y prestación de servicios. Como dice la STC 76/1986, de 9 de junio, la materia de asistencia social “aparece como un mecanismo protector de situaciones de necesidad específicas, sentidas por grupos de población a los que no alcanza aquel sistema (refiriéndose al de Seguridad Social) y que opera mediante técnicas distintas de las propias de la Seguridad Social”.

25. En suma, en la medida en que el proyecto se mueve en el ámbito de la competencia autonómica referida, cuenta con el soporte competencial necesario. 

26. Por lo que hace a la distribución interna de competencias (que regula también  el Capítulo I del Título V de la LGIIS), no apreciamos que el proyecto vulnere o limite la competencia ejecutiva que otorga a los Territorios Históricos la Ley 27/1983, de 25 de noviembre, de relaciones entre las Instituciones Comunes de la Comunidad Autónoma y los Órganos Forales de sus Territorios Históricos (LTH), en su artículo 7.c).1 y 2, en materia de “asistencia social”, así como en lo referente a desarrollo comunitario, condición femenina, política infantil, juvenil y de la tercera edad, sin perjuicio de la acción directa en estas materias por parte de las Instituciones Comunes del País Vasco.

27.  El proyecto mantiene, sin cambios significativos, las competencias actualmente atribuidas a las Diputaciones Forales, que las vienen desempeñando en el ámbito de la inclusión social de conformidad con la normativa sectorial de referencia.   

28. Tampoco se ve afectada la competencia de que están investidos los municipios según la Ley 7/1985, de 2 de abril, reguladora de las Bases de Régimen Local (LBRL), que también aparece incardinada en el marco habilitador del presente proyecto [artículos 25. 2 k) y el artículo 26.1 c)], en cuanto a la prestación de los servicios sociales y de promoción y reinserción social, y englobada, por tanto, dentro del núcleo de la autonomía municipal que ha de ser respetada.

29. En definitiva, puede afirmarse también que el proyecto resulta respetuoso con la distribución competencial intraautonómica.

30. Por lo que respecta al marco de la regulación proyectada, el antecedente remoto de la actual configuración de la PCV abordada en el proyecto se encuentra en el II Plan Interinstitucional de Inclusión Social 2007-2009, en el que se prevé el establecimiento de esa prestación como una de las  actuaciones encaminadas a la consecución del máximo nivel de calidad en las prestaciones económicas, garantizando que éstas lleguen a todas las unidades convivenciales en situación de necesidad y promoviendo una intervención integral básica. 

31. Ese objetivo se materializó en la LGIIS, que regula el Sistema Vasco de Garantía de Ingresos e Inclusión Social, en el que se integran el derecho a las prestaciones económicas y a los instrumentos orientados a la inclusión social y laboral, a prevenir el riesgo de exclusión y a paliar las situaciones en que ésta aparezca, así como a facilitar la inclusión de quienes carezcan de recursos personales, sociales o económicos suficientes para el ejercicio efectivo de los derechos sociales de ciudadanía.

32. La LGIIS dedica los artículos 29 a 43, que integran la Sección 2ª del Capítulo I de su Título II, a regular la PCV ─con el desarrollo y complemento que ofrece el proyecto ahora informado─, a la que resultan también de aplicación otros preceptos comunes a las prestaciones económicas, contenidas, entre otros, en el Título I de esa ley (en especial los artículos 6 a 10), en los Capítulos II a V del Título II, el régimen competencial y de financiación del Título V, y el de las infracciones y sanciones del Título VII.

33. En aplicación del régimen transitorio establecido en el proyecto, considerando la falta de dictado de la normativa reguladora de la otra prestación económica contemplada en la LGIIS, la renta de garantía de ingresos (en adelante, RGI), en todo lo que no esté expresamente derogado ni contradiga o se oponga a lo dispuesto en dicha ley, las remisiones han de entenderse efectuadas a las normas reguladoras del Ingreso Mínimo de Inserción y de la Renta Básica, es decir, a la Ley 10/2000, de 27 de diciembre, de Carta de Derechos Sociales (en su redacción última, vigente tras la modificación operada por la LGIIS) y al Decreto 198/1999, de 20 de abril, por el que se regula el Ingreso Mínimo de Inserción (que se dictó en desarrollo de la Ley 12/1998 de Exclusión Social, derogada por la LGIIS).

IV Procedimiento de elaboración

34. El análisis acerca de la idoneidad de la tramitación procedimental ha de realizarse tomando como referencia la Ley 8/2003, de 22 de diciembre, del procedimiento de elaboración de las disposiciones de carácter general (en adelante, LPEDG).

35. Según hemos relatado en los antecedentes, constatamos que obra en el expediente la Orden de Inicio que demanda la LPEDG en sus artículos 4 y 5, en la que, además de acordar iniciar el procedimiento de elaboración del Decreto, se indica el objeto y finalidad del proyecto, su viabilidad jurídica y material, contenido económico y trámites e informes procedentes. 

36. Figura una memoria justificativa del proyecto suscrita por la entonces Directora de Inserción Social, que fundamenta la necesidad de emprender la iniciativa normativa y anticipa el contenido y estructura del proyecto de la norma.

37. De acuerdo con lo previsto en el artículo 7 de la LPEDG, la Consejera de Empleo y Asuntos Sociales acordó aprobar, con carácter previo, el texto inicial del proyecto de Decreto, que se incorpora al expediente fechado el 10 de septiembre de 2009. 

38. Está documentado, asimismo, en el expediente el informe jurídico elaborado por la Dirección de Servicios y Régimen Jurídico del Departamento autor de la iniciativa, de conformidad con el artículo 7.3 LPEDG. El informe realiza un análisis competencial de la materia afectada por la regulación, y de la habilitación legal para su dictado, y continúa con la descripción del contenido normativo del proyecto, siguiendo su estructura y deteniéndose en aspectos que ve necesario analizar. El informe vierte una serie de consideraciones y concluye con una opinión favorable a la aprobación del proyecto, sin realizar, tampoco, reparos relevantes desde el punto de vista formal.

39. En cuanto al trámite de audiencia previsto en el artículo 8.3 LPEDG, la Orden de inicio señala que “se realizará a través de la consulta a la Comisión Interinstitucional para la Inclusión Social a quien, en su calidad de máximo organismo de colaboración y de coordinación interinstitucional, corresponde proponer los criterios para la elaboración de las normas de desarrollo, aplicación y, en su caso, revisión de la Ley para la Garantía de Ingresos y para la Inclusión Social, ex artículo 95 a) de dicha Ley; y al Consejo Vasco para la Inclusión Social, a quien, como órgano consultivo del Gobierno Vasco en materia de garantía de ingresos e inclusión social, corresponde informar con carácter preceptivo y previo los proyectos de decreto en tal materia (artículo 98.1.b) Ley para la Garantía de Ingresos y para la Inclusión Social).”
40. En este caso, para valorar la cumplimentación del trámite de audiencia hemos de tener en cuenta lo previsto en el párrafo segundo del artículo 8.3 LPEDG: la audiencia se ha materializado con la intervención del Consejo Vasco para la Inclusión Social que, en sesión de 10 de septiembre de 2009, debatió y aprobó el proyecto, con presencia de representantes institucionales y de asociaciones (Elkartean, SARTU, REAS, FEDEAFES, EAPN-Euskadi, Caritas-Euskadi, CCOO, ELA, UGT-Euskadi, LAB, Colegio de Trabajadores Sociales y Confederación de Cooperativas de Euskadi). 

41. Consta, también, que se ha solicitado colaboración al Departamento de Vivienda, Obras Públicas y Transportes del Gobierno Vasco, al que se le ha remitido para alegaciones el texto aprobado con carácter previo, sin que figure que hayan vertido ninguna. 

42. Por lo que se refiere a la participación y consulta a otras administraciones, contemplada en el artículo 9 de la LPEDG, constatamos que se ha trasladado la iniciativa normativa a las Diputaciones Forales y a EUDEL, siendo así que la regulación proyectada afecta también a los ámbitos foral y municipal. No se ha obtenido respuesta de ninguno de ellos. No obstante, representantes de las tres Diputaciones y de Eudel participaron, como miembros del Consejo Vasco para la Inclusión Social, en la sesión de 10 de septiembre de 2009 que dio el visto bueno al texto trasladado; y, además, consta el certificado del Secretario de la Comisión Interinstitucional para la Inclusión Social (que cuenta con miembros de los tres niveles institucionales vascos) relativo a que en la sesión celebrada el 7 de septiembre anterior se trató como primer punto del Orden del día el proyecto de Decreto regulador de la PCV.

43. Con fecha de 28 de octubre de 2009, el Director de Inclusión Social suscribió una Memoria relativa a las modificaciones introducidas en el texto del proyecto, y, posteriormente, a la vista del informe de la Oficina de Control Económico, se ha elaborado una nueva Memoria (fechada el 3 de diciembre de 2009), en la que se incluyen las modificaciones incorporadas al texto tras ese informe. Se ha cumplimentado, por tanto, la memoria conclusiva a que se refiere el artículo 10.2 LPEDG, con reseña de antecedentes y de las modificaciones realizadas en el texto del proyecto para adecuarlo a las observaciones y sugerencias de los diferentes informes y consultas evacuados, argumentando la falta de aceptación de otras consideraciones.

44. En cumplimiento del artículo 10.3 LPEDG, se ha elaborado una memoria económica del proyecto, de 11 de septiembre del año en curso, suscrita por la entonces Directora de Inserción Social. En ella se contiene una previsión de los perceptores de la prestación, y una estimación de su repercusión económica en el año 2010. Los datos que se facilitan en la Memoria aportada permiten efectuar un examen sobre la factibilidad de la norma.

45. En cuanto a los informes y dictámenes preceptivos del artículo 11 LPEDG, observamos que, además de las intervenciones del Consejo Vasco para la Inclusión Social [preceptiva en virtud de lo dispuesto en el artículo 98.1.b) de la LGIIS] y de la Comisión Interinstitucional para la Inclusión Social [artículo 95.a) de la LGIIS], a las que nos hemos referido: 

a) Pese a haber sido reclamado mediante oficio que se halla en el expediente, no figura el informe de la Dirección de Normalización Lingüística de las Administraciones Públicas, que es preceptivo según dispone el Decreto 25/2006, de 14 de febrero, en su artículo 15.2.g), desarrollado en el Decreto 128/2007, de 31 de agosto.

b) La Oficina de Control Económico, con fecha de 3 de diciembre último, ha emitido el informe preceptivo al amparo de lo preceptuado en la Ley 14/1994, de 30 de junio, de control económico y contabilidad de la Comunidad Autónoma de Euskadi.

c) Emakunde–Instituto Vasco de la Mujer tampoco ha evacuado el informe a que se refiere el artículo 21 de la Ley 4/2005, de 18 de febrero, para la Igualdad de Mujeres y Hombres, pese a que le fue solicitado mediante oficio de 14 de octubre de 2009 al que se adjuntaba el texto del proyecto, con anterioridad a la realización de la evaluación previa de impacto en función del género, exigida en el artículo 19 de la citada Ley 4/2005. Esa evaluación fue firmada por el Director de Inclusión Social del Departamento proponente con fecha de 19 de octubre de 2009, y figura el registro de entrada en dependencias de Emakunde el día 21 siguiente.

46. Además, el órgano promotor ha trasladado el texto al Consejo Económico y Social, al Consejo de Relaciones Laborales y al Consejo Superior de Cooperativas de Euskadi con intención de recabar sus observaciones (este último ha emitido el Informe nº 11/2009, de 26 de octubre de 2009).

47. La progresión en la tramitación del proyecto en ausencia de los informes de Emakunde y de la Dirección de Normalización Lingüística de las Administraciones Públicas tiene amparo legal en el artículo 83.3 de la Ley 30/1992, de 26 de noviembre, de Régimen Jurídico de las Administraciones Públicas y del Procedimiento Administrativo Común (LRJPAC). Esto no obstante, estima la Comisión que sería conveniente incorporar al expediente dichos informes de recibirse antes de someterse aquél al Consejo de Gobierno.

V Contenido del proyecto

A) Examen del articulado:

48. A fin de realizar un análisis detallado del proyecto, dotado de la mayor claridad posible en la exposición, seguiremos el orden de sus distintos capítulos. Destacamos en primer lugar las cuestiones de legalidad o de mayor calado y formulamos, a continuación, una serie de consideraciones y sugerencias encaminadas a la mejor articulación de los mensajes normativos incluidos en el proyecto, a fin de lograr, de esa forma, una mayor certeza en su aplicación, con la eficaz consecución de los objetivos que persigue la normativa pretendida, además de una mejora técnica del texto. 

Capítulo I: Disposiciones generales.

49. Observamos, en primer lugar, que existen preceptos que contienen disposiciones abordadas en la LGIIS, que son objeto de tratamiento en este Capítulo que difiere del de la Ley: (i) las excepciones, que permite el artículo 5.1.c) para ser titular de la PCV, al requisito de estar la persona inscrita o haber solicitado la inscripción como solicitante de vivienda de alquiler en el servicio Etxebide del Departamento de Vivienda, Obras Públicas y Transportes; (ii) la exclusión de la PCV a las personas que dispongan de una vivienda en usufructo y soliciten aquella prestación para la cobertura de gastos de alquiler de otra vivienda, aun cuando esta última constituyera su residencia habitual –artículo 5.2.b) del proyecto-; y (iii) el régimen de concurrencia de titulares perfilado en el artículo 6.1.

50. En cuanto a la primera cuestión planteada, el artículo 32 de la LGIIS somete la titularidad de la PCV al cumplimiento de una serie de requisitos, entre los que se encuentra, en el apartado c) del párrafo 1, el ya mencionado relativo a que la persona esté inscrita o haya solicitado su inscripción como solicitante de vivienda de alquiler en el Servicio Etxebide del actual Departamento de Vivienda, Obras Públicas y Transportes. 

51. El artículo 5.1.c) del proyecto de Decreto, tras recoger la citada regla legal, establece dos supuestos en los que esa condición no será exigible en relación con: (i) “las personas que, cumpliendo los requisitos de acceso a la RGI y a la PCV no cumplan los de acceso a Etxebide, bien por no cumplir el requisito de residencia, bien por no cumplir los mínimos económicos de acceso”; y (ii) las personas mayores de 65 años, “es decir, beneficiarias de pensiones contributivas o no contributivas de vejez, que acrediten un tiempo de residencia en el mismo domicilio de más de 10 años, o que, aun no cumpliendo ese periodo mínimo, requieran, a juicio del Servicio Social de Base correspondiente, mantenerse en su domicilio habitual”.

52. Respecto a esos supuestos del artículo 5.1.c) del proyecto, teniendo en cuenta la finalidad de la PCV, perfilada en la LGIIS, en una interpretación conforme con la misma, no estimamos que merezca reproche que el proyecto separe de la exigencia de un requisito concreto para acceder a la prestación a dos grupos determinados de personas, que, hallándose en situación de necesidad, no podrían, de otra forma, incorporarse al Sistema Vasco de Garantía de Ingresos. 

53. No puede obviarse que se trata de personas que, por el diseño de la política en materia de vivienda y, dentro de ella, la inscripción en el registro de Etxebide, quedan fuera de esa política por existir una imposibilidad de cumplimiento del requisito de inscripción, o por carecer de sentido dicha inscripción respecto a personas de edad avanzada con un tiempo de residencia mínima garantizada en el mismo domicilio o que precisen mantenerse en él.

54. Por lo que concierne a la segunda cuestión, la previsión concerniente a la exclusión de la PCV a las personas que dispongan de una vivienda en usufructo [artículo 5.2.b)], es, asimismo, admisible por ser una traslación al proyecto de uno de los requisitos establecidos para acceder al Registro de Etxebide. 

55. Y, en todo caso, tomando en consideración el carácter finalista de la PCV, deriva del mismo que una persona que disponga del uso de vivienda en usufructo quede excluida del acceso a esa prestación porque ya cuenta con la posibilidad de disfrute de una vivienda, que es lo que la PCV pretende satisfacer. Por ello, la LGIIS establece unos límites en relación con la PCV y excluye de la titularidad del derecho a quienes dispusieran ya de una vivienda en propiedad o tuvieran en propiedad o en alquiler una vivienda incluida en alguno de los tipos de vivienda de protección pública, lo que no impide aceptar, en interpretación conforme con aquélla, que también se hallen al margen de la prestación los que tienen a su alcance la disposición del uso de otra vivienda por ser titulares de un derecho de usufructo sobre ella.

56. En los dos supuestos analizados podemos concluir que la norma sometida a consulta no ha sobrepasado los límites de la potestad reglamentaria: el reglamento ejecutivo, como complemento indispensable de la Ley, puede ir más allá de ser puro ejecutor de la ley, a condición de que el comportamiento de la Administración, en el ejercicio de la potestad reglamentaria, sea acorde con la Constitución y con el resto del ordenamiento jurídico positivo, con los principios generales del Derecho y con la doctrina jurisprudencial, en la medida en que ésta complementa el ordenamiento jurídico (artículo 1.6 del Código Civil), en aras del principio de seguridad jurídica proclamado en el artículo 9.3 de la Constitución [entre otras, SSTS 10 de junio de 1998 (RJ 1998\5719) y de 1 octubre 1997 (RJ 1997\7789)]. 

57. En último lugar, en relación con la tercera cuestión apuntada, de un examen contrastado con la LGIIS, no podemos, en cambio, validar el régimen de concurrencia de titulares perfilado en el artículo 6.1 del proyecto.

58. Según el artículo 33.1 de la LGIIS, “en el supuesto de que en una misma vivienda o alojamiento convivieran dos o más unidades de convivencia unidas entre sí por lazos de parentesco en los términos regulados en el artículo 9.2.a) y b), la prestación complementaria de vivienda sólo podrá otorgarse a una de ellas. En tal caso, la prestación se otorgará a quien la hubiera solicitado en primer lugar”.
59. Por su parte, el artículo 6.1 del proyecto dice: “en el supuesto de que una misma vivienda particular fuera compartida por dos o más unidades de convivencia unidas entre sí por lazos de parentesco en los términos regulados en el artículo 9.2 de la Ley 18/2008 (...), sólo podrá otorgarse a una de ellas. En tal caso, se concederá a aquélla que la haya solicitado en primer lugar, salvo que los Servicios Sociales de Base informasen en otro sentido por razones de mayor necesidad”.
60. El contraste entre el precepto legal y el del proyecto permite concluir que en éste se establece un régimen distinto al de la ley, con efectos restrictivos, al extender la limitación legal de reconocimiento de la prestación sólo a una unidad de convivencia a dos supuestos que la ley no prevé: los de los apartados c) y d) del artículo 9.2 de la LGIIS.

61. El examen de otros preceptos del mismo capítulo ahora analizado merece los comentarios y sugerencias que efectuamos seguidamente.

62. Conforme al último párrafo del artículo 1.2 del proyecto, serán de aplicación los preceptos recogidos en la normativa reguladora de la RGI para determinar el concepto de vivienda o alojamiento. En este momento ─como régimen transitorio─  hemos de acudir al concepto contenido en el artículo 5 del Decreto 198/1999 que, en su párrafo 2 delimita la noción de residencia colectiva.

63. Con arreglo a las definiciones del Decreto 198/1999, se hace difícil la aplicación de lo preceptuado en los párrafos 2 y 3 del artículo 6 del proyecto. Así, conforme al concepto de alojamiento colectivo que resulta de los apartados c),d) y e) del artículo 5.2 del Decreto 198/1999, los supuestos de ocupación de casa particular por varias unidades de convivencia en concepto de subarriendo, coarriendo u hospedaje se podrían subsumir tanto en el artículo 6.2 como en el 6.3.

64. Lo expuesto evidencia la necesidad de establecer claramente los conceptos que, en relación con las viviendas, usos de la misma y modalidades, afectan al proyecto que informamos.

65. El artículo 5.1.d) fija, como uno de los requisitos de titularidad de la PCV, que no exista relación de parentesco en el grado que indica entre cualquiera de los miembros que constituyen la unidad convivencial de la persona solicitante y la persona arrendadora de la vivienda. Sometemos a la consideración del Departamento proponente, con el fin de dotar de más garantía al régimen establecido, la extensión del requisito respecto a los miembros de la unidad familiar de la persona arrendadora [de aceptarse la sugerencia, habría de adecuarse en ese sentido el artículo 12.1.b)].

66. El artículo 32.3 LGIIS reserva al reglamento la determinación de otras causas que, junto con el abandono del domicilio habitual por separación o divorcio, o el desahucio, excepcionan la regla de imposibilidad de ser titulares de la PCV a quienes dispusieran ya de una vivienda en propiedad. Esa cuestión es abordada en el apartado 2.b) del artículo 5 del proyecto en idénticos términos que la ley, sin que se haya aprovechado para la concreción de las otras causas a que se refiere el artículo 32.3 LGIIS.

67. Completando el análisis del artículo 5, puntualizamos que la redacción del apartado c) del párrafo 1, en cuanto a la excepción prevista para las personas mayores de 65 años, no resulta precisa, ya que las equipara (a través de la expresión “es decir”) con beneficiarias de pensiones contributivas o no contributivas de vejez. Sin embargo, no todas las personas mayores de 65 años se encuentran en esa situación, por lo que en la redacción ha de optarse por aclarar si la edad, por sí misma, determina la excepción (junto con el cumplimiento del requisito de un periodo mínimo de residencia, o, en su defecto, informe del servicio social de base), o se exige, además, la concurrencia del disfrute de pensiones de vejez.

68. Por lo que afecta al artículo 6.2 del proyecto, nos encontramos con que la situación de extrema necesidad a la que se refiere el artículo 9.1.c) de la LGIIS no ha sido delimitada en este reglamento, lo que, de momento, genera una indefinición acerca de cuándo se produce esa situación en relación con las consecuencias que se anudan a la misma. Sugerimos que se perfile, en lo que sea posible, con criterios objetivos, o, en otro caso, utilizando conceptos jurídicos indeterminados.
69. La redacción del artículo 7.b) que presenta la versión del texto reglamentario sometida a dictamen merece varias consideraciones. En primer lugar, no ha ido acompañada del preciso ajuste en el artículo 14, que conserva su texto anterior: traslada a la normativa reguladora de la RGI la fijación de los términos que regirán la comprobación de los recursos y prestaciones sociales de contenido económico de la unidad de convivencia referencial (pese a que lo hace ya el propio Decreto), y contiene en los párrafos 2 y 3 previsiones que también han sido tratadas en el 7.b). 

70. Es por ello que, desde esa perspectiva, el artículo 7.b) habría de limitarse a determinar los supuestos en que se entiende que se ha dado cumplimiento a la obligación a la que se refiere, y el artículo 14 contendría las normas procedimentales relacionadas con la verificación a efectuar según los términos del artículo 7.b) del Decreto.

71. Sin perjuicio de lo anterior, la concreción de la forma en que se considera cumplida la obligación efectuada en el artículo 7.b) resulta confusa y poco precisa (al tiempo que condicionará la posterior delimitación de la obligación respecto a la RGI). Sería más adecuado referirse primero a derechos exigibles judicialmente cuya reclamación se ventile en cualquier orden jurisdiccional, siendo necesario también, en el caso de que no hubiera recaido resolución judicial, que no se produzca desistimiento o, en general, dejación del derecho; por lo que concierne al reconocimiento judicial de derechos o prestaciones no satisfechas, lo que procede, en su caso, es el inicio del incidente de ejecución de la resolución judicial, con independencia de la denuncia por incumplimiento de la persona obligada a prestarlos (pensada, supuestamente, sólo para el caso de conflictos en casos de separación o divorcio y no de otros que pudieran presentarse); cuando se produce la reclamación del derecho o prestación por una vía extrajudicial resulta difícil entender el alcance de la excepción formulada en términos de “informe motivado por el Servicio Social de Base de referencia”: si afecta al desistimiento o renuncia o a la formulación principal de inicio de procedimiento.

72. Para evitar los anteriores problemas interpretativos, sometemos a la consideración del órgano proponente que valore la conveniencia de retomar la redacción anterior a la última revisión, manteniendo la remisión que efectúa el artículo 14, y abordar la cuestión, con ocasión del desarrollo reglamentario de la RGI. En otro caso, procedería la mejora de la redacción planteada para el artículo 7.b) y adecuación del artículo 14, tomando en consideración las observaciones que hemos efectuado.

73. Otros comentarios que sugiere la lectura del artículo 7.b) se hallan conectados con la conveniencia de que se reflejara en la formulación inicial de la obligación concerniente a que han de hacerse valer los derechos o prestaciones de contenido económico que pudieran corresponder, no sólo al titular, sino también a los demás miembros de su unidad de convivencia. 

74. Asimismo, dado el iter procedimental previsto para la concesión de la prestación, es más adecuado que se tome como referencia para señalar el momento en que ha de cumplirse la obligación, el previo al dictado de la resolución (en lugar del anterior a la finalización de la instrucción del expediente). 

75. En el artículo 7 se echa en falta, en la enumeración de las obligaciones, una cláusula de cierre referida a cualesquiera otras que resulten de la normativa vigente, incluido el propio Decreto, que contemplen supuestos no mencionados expresamente y que deriven de la articulación normativa: por ejemplo, en el artículo 19  se contiene una obligación que no tiene reflejo en el precepto analizado: la justificación de los gastos realizados.

Capítulo II: Reconocimiento de la prestación.

76. De los preceptos de este capítulo del proyecto merece reparar especialmente en el artículo 13.2, que transcribe el del artículo 60.2 LGIIS, y en las disposiciones realativas al plazo para resolver el reconocimiento de la prestación (artículos 15 y 16).

77. El artículo 13.2 faculta a los ayuntamientos a pedir cuantos datos e informes sean necesarios a otras instituciones o entidades públicas y privadas o a la propia persona solicitante, si bien matiza que dichos datos e informes deberán limitarse a los que resulten imprescindibles para la comprobación del cumplimiento por parte de la persona solicitante de los requisitos exigidos.

78. Pues bien, dado que este párrafo no hace sino reproducir, en última instancia, los términos generales en los que se expresa el artículo 60.2 de la LGISS, sólo cabe advertir sobre la falta de concreción del proyecto tanto en cuanto a los datos a pedir, como a las entidades a las que potencialmente podrá dirigirse la petición, cuya determinación se deja finalmente en manos de la Administración, con los riesgos que ello conlleva sobre la virtualidad real de una norma que, no olvidemos, incide finalmente en el derecho fundamental recogido en el artículo 18.4 CE.

79. En cuanto al plazo para resolver la concesión o denegación de la PCV y el régimen del silencio administrativo, hay que tener en cuenta que el artículo 15 de la norma informada coincide con lo dispuesto en el artículo 62.2 de la LGIIS, que contiene la regla general de que el órgano competente para conceder o denegar la prestación económica deberá dictar la resolución en un plazo máximo de dos meses a partir de la fecha de presentación de la solicitud; de forma que, transcurrido ese plazo sin recaer resolución expresa, la prestación se entiende concedida.

80. En el desarrollo de ese principio legal, el artículo 15.1 del proyecto exige, respecto al dictado de la resolución en el plazo de dos meses, que se respeten unos plazos máximos que, sin embargo, sólo concreta en el supuesto del apartado a) (40 días naturales desde que la solicitud hubiera tenido entrada, para que los servicios sociales de base del Ayuntamiento elaboren un informe-propuesta de resolución y la presenten en la Diputación Foral de su territorio). 
81. Hemos de advertir que, en la formulación de las fases del desarrollo del procedimiento a que se refieren especialmente los artículos 15 y 16, ha de respetarse la normativa contenida en la LRJPAC para que no se produzcan los efectos del silencio positivo (artículo 43 de la LRJPAC, en relación con lo establecido en el artículo 62.2 LGIIS), de modo que no admita dudas que la Diputación Foral habrá de dictar y notificar la resolución en un plazo máximo de dos meses a partir de la fecha de la solicitud.
82. Asimismo, ha de delimitarse con claridad el dies a quo para el cómputo del plazo a que se refiere el artículo 15.1: si es la fecha en que la solicitud tenga entrada en el registro del Ayuntamiento ─apartado a) de ese párrafo─, o la fecha de presentación de la solicitud (según el párrafo de cabecera del artículo 15.1). Dada la posibilidad de presentar los escritos dirigidos a la Administración en diferentes lugares y formas (artículo 38.4 LRJPAC), el día de referencia puede afectar al cómputo global del plazo cuando la solicitud no se haya presentado en el registro municipal.
83. Además de las anteriores observaciones, a continuación realizamos otras, con distinta significación, que afectan a otros preceptos del capítulo analizado.

84. La redacción del artículo 11.4, relativo a la solicitud de la PCV en los casos en que el derecho de acceso a la misma surja con posterioridad a la solicitud de la RGI, debido a un cambio de domicilio u otra circunstancia, debe completarse con la matización de a qué municipio se refiere (si es el de la regla general: aquél en que tenga su empadronamiento y residencia efectiva en ese momento; u otro distinto). El artículo 18.2 asume que puede tratarse de distintos municipios, el de la solicitud y el de la comunicación de cambio de circunstancias.

85. En cuanto a la documentación que ha de acompañar a la solicitud, para la formulación del apartado b) del artículo 12.1. ha de tenerse en cuenta que, según las modalidades que contempla la norma en relación con la prestación, incluidas la de subarriendos, hospedaje y alquiler de habitaciones (artículo 4), bien puede ostentar la condición de parte contratante alguna persona que no sea propietaria del inmueble. Por ello, el documento a que se refiere el precepto comentado ha de citar a la persona arrendadora de la vivienda o alojamiento en lugar de a la propietaria [sin perjuicio del comentario que hemos efectuado en relación con el artículo 5.d)].

86. Junto con el documento requerido en el apartado f) del artículo 12.1, a nuestro entender, y para el caso de que no concurriera el supuesto de hecho que lo sustenta ─es decir la solicitud y la concesión de otras prestaciones económicas con la misma finalida─, debería mencionarse el que contuviera una declaración jurada de no haber solicitado o habérsele concedido cualquier otra prestación económica destinada a la misma finalidad. Con ello se complementaría la información y justificación documental del requisito afectado en este caso, para que pueda producirse el reconocimiento del derecho.

87. La declaración contenida en el primer párrafo de los dos en que divide el 4 del artículo 12 es estrictamente programática, siendo suficiente para regular el procedimiento concreto la disposición específica del párrafo siguiente relativa a la utilización de medios electrónicos para recabar la información

88. En el artículo 18.3 aconsejamos que el Decreto precise el órgano al que corresponde el examen, y la consecuente elección conforme al mismo, de la persona idónea para percibir la prestación: si es la Diputación Foral pagadora o los servicios de base municipales los que efectúan la propuesta.

89. A juicio de esta Comisión, en relación con el artículo 19.2, sería más riguroso que los pagos no bancarios de alquiler efectuados a una persona jurídica se justificaran mediante la presentación de la factura que aquélla debe emitir conforme a la normativa que le es aplicable, en la que figure haber sido abonado el importe del alquiler.

90. En cuanto a la duración del derecho contemplada en el artículo 20 del proyecto, se prevé expresamente que la PCV queda directamente asociada a la RGI, tanto en cuanto a la periodicidad bienal de su renovación, como en relación con los supuestos de prórroga automática de la prestación. Conforme al artículo 23.3 LGIIS, en el desarrollo reglamentario de la ley se determinarán los colectivos para los que se prorrogará, sin necesidad de renovación bienal, la RGI. La falta de ese desarrollo condiciona la aplicabilidad del artículo 20, por cuanto se desconoce en este momento los supuestos de prórroga automática distintos a los de aplicación necesaria conforme al artículo 23.3 (LGIIS): personas titulares de la renta básica para la inclusión y protección social (una de las dos modalidades de RGI) cuando se trate de unidades de convivencia formadas exclusivamente por pensionistas o personas en situación de alta exclusión que, a juicio de los servicios sociales de base o de los servicios de empleo, no se encuentren en situación de incorporarse al mercado laboral.

Capítulo III: Revisión, modificación, suspensión y extinción de la prestación.

91. En este capítulo se contemplan las actuaciones administrativas relacionadas con las situaciones citadas en el encabezamiento, de las que derivan efectos jurídicos para los que el proyecto prevé una fecha de aplicación (que toma como referencia el día siguiente al de concurrencia de los supuestos que generan aquéllas) que diverge de la que había dispuesto previamente al respecto la LGIIS (en la que prevalece la aplicación de efectos a partir del primer día del mes siguiente al de los hechos causantes de la modificación o suspensión o decaimiento de las causas de esta última).

92. Advertimos, concretando lo anterior, que: (I) en el supuesto en que la Diputación Foral correspondiente dicte resolución que acuerde la modificación de la cuantía de la PCV, los efectos de esa modificación se aplicarán a partir del día siguiente a la fecha en que se hubiera producido el hecho causante de aquélla (artículo 23.3 del proyecto); el artículo 40.2 de la LGIIS, en cambio, cuando prevé que el procedimiento para la modificación de la cuantía se determinará reglamentariamente, añade “debiendo contemplarse en el mismo que los efectos de la modificación se aplicarán a partir del día 1 del mes siguiente al de la fecha en que se hubiera producido el hecho causante de la modificación”. (II) En la misma línea anterior, conforme al artículo 25 del proyecto, la suspensión del derecho a la PCV implicará la suspensión del pago de la prestación “a partir del día siguiente a aquél en que concurran las causas que dieron lugar a la suspensión”; de la LGIIS (artículo 26.2) podemos deducir, por lo que se refiere a los supuestos de suspensión de la PCV, conectados a los de la RGI (artículo 24.1 del proyecto), que tal suspensión implicará la del pago de la prestación a partir del primer día del mes siguiente al de la fecha en que se hubiera producido el hecho causante de la suspensión. (III) El artículo 27 del proyecto sitúa la reanudación del devengo de la prestación por decaimiento de las causas que motivaron la suspensión, en el día siguiente a la fecha en que se hubiera producido ese decaimiento, apartándose de lo que dispone el artículo 41.6 de la LGIIS (“a partir del primer día del mes siguiente al de la fecha en que hubieran decaído las causas que motivaron la suspensión”). 

93. En consecuencia, en aplicación del principio de jerarquía normativa, los artículos 23.3, 25.1 y 27 del proyecto habrán de ajustarse a las previsiones contenidas en la LGIIS; teniendo en cuenta, para el futuro, la repercusión que la regulación resultante puede tener en la conformación reglamentaria de la RGI, con la que debe ser coherente, por tratarse de una prestación que la complementa. 

94. Atendiendo a otras cuestiones que suscitan los preceptos del capítulo examinado, observamos que el proyecto anuda al incumplimiento de la obligación del titular de la PCV consistente en la aplicación de la prestación percibida a la finalidad para la que se hubiera otorgado [artículo 7.a) del proyecto] dos efectos: por una parte, provoca el pago de la prestación a persona distinta del titular, según permite el artículo 18.2.c) del proyecto, y, por otra, determina una suspensión del derecho en los términos contemplados en el artículo 24.2.d) del mismo. Esta Comisión entiende que la norma ha de delimitar claramente en qué supuestos el incumplimiento apuntado conduce a una consecuencia o a otra. Para dar solución a esta cuestión resulta ilustrativo que el artículo 41 de la LGIIS, en su párrafo 3, habilita al Gobierno Vasco para determinar reglamentariamente las excepciones que puedan aplicarse en relación con los supuestos de suspensión que contempla y reproduce el Decreto. Siendo ello así, el Gobierno podría hacer uso de esa habilitación para señalar en el párrafo 2.d) del artículo 24, por ejemplo, que, si el incumplimiento afectara a la aplicación de la prestación percibida a la finalidad para la que fue otorgada, y existiera propuesta del servicio social de base favorable, el pago de la prestación podrá realizarse a otra persona distinta a la del titular responsable del incumplimiento, en los términos del artículo 18.2 y 3. 

95. Los procedimientos de modificación de la cuantía, suspensión y extinción del derecho a la PCV son regulados de manera unitaria en los artículos 31 a 33, previéndose, en cuanto a su iniciación, que podrán producirse de oficio o a instancia de parte. En cambio, se detecta que se ha omitido la indicación del momento en el que se inicia el procedimiento. 

96. Igualmente, esos artículos 31 a 33 no comprenden en su ámbito la situación regulada en el artículo 27, de suerte que el resultado final es que no se establece un procedimiento ─que habría de culminar en el dictado de la correspondiente resolución─ para alcanzar la decisión de la que resulte nuevamente el devengo de la prestación, en el caso de que decaigan la causas que motivaron la suspensión del derecho.

97. La norma procedimental contenida en el artículo 31.2 del proyecto está referida exclusivamente a los procedimientos iniciados de oficio, y prevé que, una vez iniciados, se notificará a la persona titular de la prestación, entre otros aspectos, el plazo para la resolución y notificación y los efectos del silencio. Sin embargo, se trata de un procedimiento de oficio al que es de aplicación lo prescrito en el artículo 44.2 de la LRJPAC, supuesto que la Administración ejercita potestades de intervención susceptibles de producir efectos desfavorables, por lo que la falta de resolución expresa lo que produce es la caducidad del procedimiento en los términos previstos en el artículo citado, sin que sea de aplicación el régimen del silencio. En su virtud, la redacción del artículo 31.2 ha de ser modificada haciendo desaparecer la mención en la notificación a las personas titulares de los efectos del silencio, y sustituyéndola, en su caso, por “las consecuencias derivadas de la falta de resolución expresa en el plazo establecido en el artículo 33”. 

98. Sería aconsejable que el artículo 33.2 hiciera referencia a los supuestos en que existiera una previa suspensión cautelar, dada la previsión específica contenida en el artículo 28.3, que obliga a la Diputación Foral a resolver acerca del mantenimiento, suspensión o extinción del derecho a la prestación en un plazo máximo de tres meses desde la adopción de aquélla.

99. Finalmente, advertimos que la mención que se hace en el artículo 33.2 resulta afectada por el comentario que hemos efectuado en relación con la forma del cómputo de los plazos del artículo 15.

Capítulo IV: Reintegro de prestaciones indebidas.

100. Resulta conveniente apuntar que el establecimiento de la obligación de reintegro de las prestaciones indebidamente percibidas o en cuantía indebida viene vinculada en el artículo 34.1 del proyecto con los supuestos en que se comprobara la percepción indebida como consecuencia de un procedimiento de modificación, suspensión o extinción del derecho a la prestación (texto que coincide con el del artículo 49 del Decreto 198/1999). Sin embargo, a juicio de esta Comisión debería dejarse abierta la posibilidad de que la constatación en ese sentido se produjera en cualquier otro momento o situación, en los que sería operativo el régimen establecido para el reintegro.

101. Asimismo, la regulación del procedimiento para el reintegro de las prestaciones indebidas incurre en el mismo desajuste que hemos analizado con ocasión de los procedimientos de modificación, suspensión o extinción (artículo 31.2): el artículo 35 establece un iter procedimental en el que, una vez iniciado el procedimiento, la Diputación Foral notificará a la persona titular de la prestación, entre otros aspectos, el plazo para la resolución y notificación y los efectos del silencio. Por su parte, el artículo 36 señala el plazo máximo para resolver y notificar la resolución del procedimiento de reintegro, especificando que, vencido dicho plazo (seis meses) sin que se haya dictado y notificado resolución expresa, se produce la caducidad del procedimiento. No se ha tomado en consideración al formular el artículo 35.2 que se trata de un procedimiento iniciado de oficio en el que la Administración ejercita potestades de intervención susceptibles de producir efectos desfavorables, por lo que la falta de resolución expresa lo que produce es la caducidad del procedimiento en los términos previstos en el artículo 44.2 de la LRJPAC. En su virtud, el artículo 35.2 ha de ser modificado haciendo desaparecer la mención en la notificación a las personas titulares de los efectos del silencio, y sustituyéndola, en su caso, por “las consecuencias derivadas de la falta de resolución expresa en el plazo establecido en el artículo 36”.
102. El artículo 35.4 reproduce los términos del artículo 50 del Decreto 198/1999 para el supuesto de comprobación de la situación de percepción indebida o en cuantía indebida de la PCV, en que la Diputación Foral competente declarará la obligación de reintegrar, sin interés alguno, las cantidades que procedan. Tal previsión supone una excepción al régimen general establecido en el artículo 43 del Decreto Legislativo 1/1997, de 11 de noviembre, por el que se aprueba el Texto Refundido de la Ley de Principios Ordenadores de la Hacienda General del País Vasco, para los ingresos de derecho público, conforme al cual, las cantidades adeudadas a la Comunidad Autónoma de Euskadi por quienes no tengan la cualidad de entes públicos, devengarán intereses desde el momento del vencimiento de las correspondientes obligaciones, sin necesidad de apercibimiento ni requerimiento alguno. No advertimos que una disposición legal posterior a esa ley que contiene el principio de aplicación general, ni la misma LGIIS, contenga una excepción que permita la no exigencia de intereses en los supuestos contemplados en el artículo 34 del proyecto.  

103. Por último, en cuanto al cómputo del plazo de prescripción establecido en el artículo 36.2 del proyecto respecto al reintegro de las cantidades indebidamente percibidas en concepto de PCV, observamos que, en relación con el artículo 44.2 del Decreto Legislativo 1/1997 anteriormente citado, con la redacción sometida a informe no queda claro que hay dos derechos de la Hacienda Pública que prescriben con arreglo a un régimen distinto: el derecho a reconocer o liquidar  los derechos, por una parte, y el derecho a su cobro, por otra. En el primer caso, el plazo comenzaría a computarse desde el día en que la Administración competente tenga conocimiento del hecho causante de la obligación de reintegro, y, en el segundo, desde que se hubiera hecho efectiva la notificación de la resolución de reintegro.

Capítulo V: Normas comunes de procedimiento.

104. Dada la labor de seguimiento de los ayuntamientos de los expedientes relativos a las prestaciones económicas, por medio del de las personas titulares y beneficiarias de las prestaciones económicas previstas en la LGIIS [competencia positivada en el artículo 88 h) de esa ley], se estima más adecuado que el artículo 38.2 mencione, junto a las incidencias detectadas en el seguimiento realizado en el marco de los convenios de inclusión social, las incidencias que se constaten en el curso del seguimiento de los expedientes relativos a las prestaciones económicas reguladas en la LGIIS.

Capítulo VI: Traslado de expedientes.

105. La regulación contenida en los artículos 41 y 42 (copiada del Decreto 198/1999) resulta confusa e imprecisa, no sólo en cuanto a las funciones atribuidas a cada institución interviniente y la relación entre ellas, sino también por lo que respecta a la delimitación de cuestiones que son básicas para identificar el momento y la forma en que se inicia el procedimiento (de la que resulta la consideración de si es de oficio o a instancia de parte, dado que resulta de una incidencia ─cambio de residencia─ surgida en el marco de un procedimiento que puede haberse tramitado a solicitud del interesado), que son determinantes para establecer el sentido del silencio administrativo en relación con la obligación de resolver, y, por tanto, el análisis del párrafo 3 del artículo 42, en cuanto a que, por la operatividad del régimen del silencio, el plazo de dos meses que se establece habría de ser común para el dictado de la resolución y para su notificación.

B) Técnica normativa:

106. A continuación realizamos algunas sugerencias para la adecuación del texto a las Directrices de 23 de marzo de 1993 para la elaboración de Proyectos de Ley, Decretos, Órdenes y Resoluciones aprobadas por el Consejo de Gobierno el 23 de marzo de 1993 y publicadas por Orden de 6 de abril de 1993, del Consejero de Presidencia, Régimen Jurídico y Desarrollo (en adelante, las Directrices), que, junto con otras consideraciones que estimamos convenientes, pretenden mejorar la calidad del producto normativo y facilitar su aplicación.

107. En cuanto al título de la disposición, hemos de recordar que, según las Directrices, el principio rector ha de consistir en lograr la máxima concisión posible, por lo que sugerimos que se evite la expresión “regulador”, introduciendo el tema sobre el que versa con la preposición “de” o “sobre”, según se pretenda o no agotar con la nueva norma toda la materia.

108. Conforme a esas mismas Directrices en los decretos, como es el caso, la parte expositiva irá desprovista de denominación y el Anexo ha de ser titulado.

109. En la fórmula aprobatoria de la disposición, con la que se concluye la parte expositiva, hay que hacer referencia a la intervención de esta Comisión en la forma señalada en el artículo 30.1 de la Ley 9/2004, de 24 de noviembre, de la Comisión Jurídica Asesora de Euskadi. Así, debe hacerse constar si el Decreto se aprueba conforme con el dictamen de la Comisión Jurídica Asesora o se aparta de él, debiéndose utilizar la fórmula correspondiente, según lo previsto en el artículo 33 del Decreto 167/2006, de 12 de septiembre, por el que se aprueba el Reglamento de organización y funcionamiento de la Comisión Jurídica Asesora de Euskadi. 
110. El cuarto párrafo de la parte expositiva del proyecto hace mención a las prescripciones incluidas en la Sección 2ª del Capítulo I, así como  en los Capítulos II, III, IV y V, de la LGIIS, sin indicar el Título a que se refieren, siendo así que se trata del Título II, que habrá de indicarse a continuación de los capítulos enunciados.

111. Dentro de los apartados relativos a aspectos que destaca la parte expositiva del Capítulo I del proyecto, dentro del párrafo quinto, el segundo, referido a los requisitos de acceso a la prestación, y, en concreto, al de la falta de relación de parentesco entre la persona arrendadora y los miembros de la unidad de convivencia, sería conveniente añadir la precisión “de la persona solicitante”.
112. Asimismo, aconsejamos que se utilice, en coherencia con la regulación contenida, la denominación referencial de “unidad de convivencia” y no la de “unidad familiar”, contenida en el apartado cuarto del párrafo quinto de la parte expositiva.

113. Sería más preciso, dada la configuración de la prestación que analizamos como derecho subjetivo, que en el párrafo octavo de la señalada parte expositiva se mencionara la “extinción del derecho a la prestación”, en lugar de la “extinción de la prestación”, aunque ambas vayan ligadas.

114. En el párrafo décimo, también de la parte expositiva, al analizar el contenido de la disposición transitoria segunda se indica el régimen transitorio de aplicación a las personas beneficiarias en el año 2008 de las ayudas de emergencia social para la cobertura de gastos de alquiler de la vivienda o alojamiento habitual, debiendo ser en el año 2009, según el tenor literal de aquella disposición, y teniendo en cuenta la entrada en vigor del Decreto prevista en el mismo para enero de 2010.

115. Respecto al contenido de los artículos, las Directrices prevén que se dividan en párrafos numerados en cifras árabes. Habría de adaptarse, por tanto, el texto a esa recomendación, y corregirse, por ello ciertos preceptos, como, por ejemplo, el artículo 18.3; el artículo 30.2 y 3; el 33.2, en el que, además, los denominados párrafos a) y b) del artículo 15.1 del proyecto, serían apartados; el artículo 35.5 “límites establecidos en el apartado anterior”, sería “párrafo”, tal y como indica al comienzo del mismo 35.5; y el artículo 41.2.

116. Se observa que un gran número de párrafos no han sido numerados (El artículo 1.2 añade uno sin numeración, que pertenecería al 2 pero que por su contenido autónomo merecería una numeración consecutiva; artículo 6, tras el párrafo 2; artículo 7 tras la letra c); artículo 10 tras el párrafo 1; artículo 12, tras el párrafo 4; los párrafos siguientes al 1 y al 2 del artículo 13, que debería tener cuatro números; tras el párrafo 2 del artículo 16; tras el párrafo 3 del artículo 18 –además, con dos apartados, a) y b); párrafo tras el 2 del artículo 19; el que debería ser párrafo 3 o apartado e) del párrafo 2 del artículo 24; tras el párrafo 1 del artículo 25; tras el párrafo 1 del artículo 30; tras el párrafo 2 del artículo 31; tras el párrafo 2 del artículo 33; tras el párrafo 2 del artículo 37 (otros dos párrafos sin numerar); tras el artículo 41.1; tras el artículo 42.4; o en la disposición transitoria segunda: varios párrafos tras el 1.

117. Se recomienda, asimismo, la adecuación de las enumeraciones tabuladas (por ejemplo, en el artículo 7 o en el 12, entre otros) a las reglas que dispone al respecto el punto 3.c) del apartado dedicado por las Directrices a la articulación.

118. Cuando se cite al Departamento de Vivienda, Obras Públicas y Transportes, ha de utilizarse esa denominación completa, que es conforme al Decreto 4/2009, de 8 de mayo, del Lehendakari, de creación, supresión y modificación de los Departamentos de la Administración de la Comunidad Autónoma del País Vasco y de determinación de funciones y áreas de actuación de los mismos. Detectamos que en la parte expositiva y en el artículo 5.1.c) se menciona incorrectamente “Departamento de Vivienda”.

119. Se debe revisar la formulación de los términos empleados para procurar un uso no sexista del lenguaje ─que, en general, ha sido respetado─, ya que subsisten expresiones formuladas sólo en género masculino, como la de “el titular” (artículo 28.1).

120. Viene declarando esta Comisión que la utilización de barras: “los/las ciudadanos/as” (por ejemplo, en el artículo 12.4), no resulta las más adecuada para conseguir una utilización no sexista del lenguaje, ya que dificulta la lectura, por lo que recomendamos la utilización de términos colectivos o de género neutro, o la utilización conjunta del femenino y el masculino.

121. Aconsejamos que se homogeneice el uso de mayúsculas o minúsculas en determinadas expresiones, especialmente “ayudas de emergencia social”, “servicios sociales de base” o “prestación complementaria de vivienda”, puesto que, en ocasiones, aparecen con minúsculas [párrafo séptimo, relativo al análisis del Capítulo III y párrafo décimo de la parte expositiva, artículo 5.1.b); artículo 19.1; artículo 30.2; etc.] y en otras con mayúsculas [artículos 5.1.c), 6.1, 11.1 y 4; artículo 15; artículo 18.2 y 3; artículo 24; etc.].

122. Igualmente sería recomendable la unificación en las expresiones numéricas relativas a plazos, por ejemplo, que, algunas veces se formulan en cifras [vgr.: artículos 15.1.a) 26, 42, 44], y, en otras ocasiones aparecen en letras (vgr.: artículos 15.1, 16, 36, 28.3).

123. En relación con lo anterior, la disposición final tercera, relativa a la fecha de entrada en vigor del Decreto combina los números con las letras (“el uno de enero de 2010”), por lo que se aconseja que se unifique la expresión y se redacten con el mismo estilo las expresiones numéricas.

124. Debe eliminarse la introducción con los términos “Con carácter general”, contenida en el artículo 1.2 del proyecto, puesto que la PCV en cualquier caso ha de regirse por la LGIIS.

125. El artículo 7.c) cita la comunicación “de los cambios en el tipo y/o en la cuantía de los ingresos percibidos”; el 12.1.f): “solicitud y/o la concesión”, y, más adelante, “importe solicitado y/o concedido”; el artículo 39.3 (“requisitos de acceso a la prestación y/o de las obligaciones”); disposición final primera (“las adecuaciones y/o adaptaciones”). Recordamos, al respecto, que el uso de la combinación de dos conjunciones, “y/o” no es admitido gramaticalmente, ya que normalmente el valor que se le pretende atribuir es el de la conjunción “o”, por lo que, cuando se quiere indicar que puede ser una cosa u otra o ambas, se debe usar la conjunción “o” sola; la conjunción “y” se empleará sólo cuando  abarque los dos términos de la combinación, para indicar que será una cosa y otra, ambas

126. Convendría que la redacción del artículo 10.1 permitiera una comprensión rápida del mensaje, mediante la adecuación del texto, separando el enunciado inicial de la aclaración posterior mediante un punto y seguido: “…quedarán condicionadas por el límite previsto en la Ley 18/2008, de 23 de diciembre, para la Garantía de Ingresos y para la Inclusión Social. De esa forma, en caso de que, durante el mismo año, la unidad de convivencia accediera tanto a la Renta de Garantía de Ingresos, como a la …..”. Asimismo, en el mismo párrafo hay un error de transcripción: ha de eliminarse la repetición de los términos “de la”, antes de “persona titular”. 

127. Efectuadas las anteriores observaciones de carácter general o que afectan a varios preceptos, siguiendo con el análisis técnico de estos, apreciamos que el artículo 7.b), respecto a los derechos y prestaciones relacionados con los órdenes jurisdiccionales social o civil, refiere la emisión de “sentencia o resolución judicial”. Hay que tener en cuenta que la sentencia es una modalidad de resolución judicial, por lo que debería indicar junto a ella “u otra resolución judicial”.
128. El párrafo numerado con el 2 en el artículo 10, resulta innecesario, porque su contenido coincide con el del propio artículo 6, que es mencionado.

129. El apartado c) del artículo 12.1 habría de indicar ─dado que el requisito de inscripción en Etxebide admite excepciones─: “en los supuestos en que es exigible tal inscripción”.

130. El párrafo 4 del artículo 12 contiene declaraciones de intenciones, prescripciones de carácter general presentes en el artículo 35.f) de la LRJPAC y en la Ley 11/2007, de 22 de junio, de acceso electrónico de los ciudadanos a los Servicios Públicos, que nada añaden a la regulación concreta que aborda el proyecto.

131. En cualquier caso, los términos del artículo 12.4, “estas últimas”, en relación con las administraciones públicas no parece correcto cuando no se han mencionado con anterioridad otras, de manera que se requiera esa precisión: bastaría con “estas adoptarán en el marco” ─incluyendo la corrección del género del artículo en concordancia con el sustantivo “marco”─.
132. En el segundo párrafo del artículo 13.1 resulta más preciso, en lugar de “se tratará”, “se procurará que la instrucción....”.
133. Recordamos que la cita a las normas ha de realizarse conforme a su denominación íntegra. En la parte expositiva se menciona en algunas ocasiones de forma completa la LGIIS y en otra no; y, en ese sentido, en el último párrafo del artículo 13 la referencia a la Ley Orgánica 15/1999 ha de completarse con la fecha.

134. El artículo 15.1.b) contiene una salvedad que resulta innecesaria por asistemática ya que se encuentra vinculada con una materia tratada de manera autónoma en el régimen transitorio de tramitación.

135. Los párrafos 1 y último del artículo 16 son prácticamente iguales, por lo que podría simplificarse su articulación en uno solo. En cualquier caso, si en el párrafo 1 se especifica que los días son “hábiles”, sería aconsejable que se hiciera igual mención en el último párrafo.

136. El artículo 17 sólo tiene un párrafo, por lo que no debe ir numerado.

137. El tenor del artículo 18.2 d) contiene una especie de tautología que ha de ser evitada: “Informe.... que informe”, mediante otra expresión verbal: “que confirme” (o “constate”), o “relativo a la imposibilidad”. Facilitaría una rápida comprensión del texto, asimismo, que se precisara al final del apartado: “pago del alquiler”.

138. En el mismo artículo 18, debe corregirse gramaticalmente, para hacerse comprensible, la última frase del siguiente párrafo al numerado con el 3: “Tendrán la consideración excepcionalidad…” (por ejemplo: “tendrán la consideración de excepcionales...”). 

139. En esa dirección, aunque sea una consideración de carácter general que antes no hemos abordado, aprovechamos la ocasión para señalar que se ve necesario un repaso del texto para corregir errores gramaticales, tildes y concordancias que pueden detectarse [en el artículo 7.c) en el segundo guión, por concordancia con el encabezamiento del párrafo: “en particular dejar de estar inscritas...”; artículo 44 a) “personas titulares y de Prestaciones Complementarias de Viviendas”: eliminar la conjunción “y”; etc.].

140. Sugerimos que se analice la adecuación de la redacción del artículo 18.3 al 8.3 de la LGIIS, precediendo a “entidades de servicios sociales sin ánimo de lucro”, “las personas pertenecientes a”.

141. El artículo 28.3 no hace sino reiterar lo que ya dispone el párrafo 1 del mismo artículo, por lo que procede la supresión de la duplicidad reservando uno solo de los párrafos para disponer que la Diputación Foral resolverá acerca del mantenimiento, suspensión o extinción del derecho a la prestación en el plazo de tres meses desde la adopción de la suspensión cautelar.

142. El último párrafo del artículo 30.1 resulta innecesario porque surge de la propia dinámica de la situación de suspensión. No obstante, de mantenerse, proponemos su unión al párrafo anterior mediante una puntuación de coma y la expresión: “excepto en aquellos supuestos...”.

143. La matización contenida en el párrafo 2 del artículo 33 en cuanto a que, en el caso de que el Ayuntamiento sea el instructor del procedimiento de modificación, suspensión y extinción de la PCV, los plazos se computarán de conformidad con lo previsto en el artículo 15.1, apartados a) y b) del proyecto, ha de ser adecuada a la especificidad de los procedimientos a que afecta, para señalar qué trámites se efectuarán en cada uno de los dos momentos a que se refiere el citado artículo 15.1 en sus apartados a) y b).

144. Para facilitar la comprensión del artículo 35.4 debería indicarse expresamente que el límite del 30% es en cómputo mensual (mediante la expresión: “cantidades a reintegrar mensualmente” u otra semejante).

145. La cita que se hace en el párrafo 6 del artículo 35 al artículo 46.2 del proyecto debe ser sustituida por el artículo 45.2, para que adquiera sentido la disposición.

146. El artículo 42.4 se distribuye en varios párrafos que bien podrían ir unidos, ya que los dos párrafos tienen el mismo efecto.

147. La disposición adicional única no está adecuadamente redactada: “para la aplicación....será de aplicación”.

148. En relación con el contenido de la disposición final segunda, la Comisión estima, como en otras ocasiones, que la previsión genérica ─no así las específicas─ por la que se faculta a la Consejera de Empleo y Asuntos Sociales para dictar las disposiciones necesarias para el desarrollo y ejecución del presente Decreto carece de virtualidad y debería suprimirse del texto, por cuanto la facultad de dictar disposiciones para la aplicación del Decreto constituye la manifestación del ejercicio de la potestad reglamentaria atribuida a los Consejeros y Consejeras en virtud de lo dispuesto en el artículo 26. 4ª de la Ley 7/1981, de 30 de junio, de Gobierno.

149. Por último, advertimos que, de modificarse el texto, debe ser revisado para que concuerden las referencias de otros preceptos a las nuevas redacciones o a las menciones y contenidos de los nuevos artículos que pudieran incorporarse

CONCLUSIÓN

Se informa favorablemente el proyecto de norma, salvo los artículos 6.1, 23.3, 25.1 y 27, y con las observaciones que hemos efectuado en el cuerpo del dictamen ─en especial las referidas al régimen del silencio administrativo que puede resultar de los artículos 15, 16 y 42.3─.
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